
















 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO TREINTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 

BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá DC., veintisiete (27) de agosto de dos mil veinte (2020). 

 
Incidente de Desacato No. 11001 40 03 035 2020 00221 00 

 
Teniendo en cuenta la comunicación remitida por la parte accionante, 

de conformidad con lo normado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 

1991, en concordancia con el artículo 129 del Código General del Proceso, 
el Despacho dispone darle trámite al incidente de desacato de tutela 
propuesto por Adriana María Cubillos contra EPS Compensar. 

 
En consecuencia, córrase traslado por el término de tres (3) días a la 

parte accionada para que en dicha contestación pida las pruebas que 

pretenda hacer valer, acompañando los documentos y pruebas que se 
encuentren en su poder, acorde con lo normado en el inciso 3° del artículo 
129 del Código General del Proceso.  

 
Secretaría proceda a notificar de la forma más expedita al 

representante legal o quien haga sus veces de la entidad accionada, del 

incidente de desacato propuesto.  
 
De igual forma notifíquese a la actora lo decidido en el presente 

proveído por el medio más expedito. 
 
Cúmplase,  

 
La Jueza, 
 

 
 

DEISY ELISABETH ZAMORA HURTADO 
 

 
DS 
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DEISY ELIZABETH ZAMORA HURTADO 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO TREINTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 

BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá DC., siete (07) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

 
Incidente de Desacato No. 11001 40 03 035 2020 00221 00 
 

En atención a la anterior comunicación enviada por la entidad 
incidentada, se le concede a la parte accionante un término de tres (3) 
días siguientes a la notificación de este auto, para que haga las 

manifestaciones a que haya lugar, so pena de abstenerse este estrado 
judicial de continuar el trámite incidental solicitado. Líbrese telegrama. 
 

Cúmplase,  
 
La Jueza, 

 
 
 

DEISY ELISABETH ZAMORA HURTADO 
 

 

 
DS 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO TREINTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 

BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá DC., dieciocho (18) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

 
Incidente de Desacato No. 11001 40 03 041 2020 00477 00 
 

Para los efectos procesales a los que haya lugar, téngase en cuenta 
que dentro del presente asunto se notificó a Luis Andrés Penagos 
Villegas, en su calidad de representante legal de Compensar EPS, 

quien, a través de apoderada judicial, contestó el incidente de la 
referencia.  

 

De conformidad con lo previsto en el inc. 3° del art. 129 del C.G. del 
P., el Juzgado decreta las siguientes pruebas: 

 

1. Parte incidentante:  
 
No solicitó pruebas. 

 
2. Parte incidentada: 
 

No solicitó pruebas. 
 
3. De oficio: 

 
Se decretan como pruebas los documentos aportados por Compensar 

EPS, dentro del requerimiento inicial y la respuesta de la presente. 

 
Déjese el expediente a disposición de las partes por el término de 3 

días. Vencido el mismo, ingrese al Despacho para resolver lo que en 

derecho corresponda.  
 
Lo acá decidido, comuníquesele a las partes por el medio más 

expedito.  
  
Cúmplase,  

 
La Jueza, 

 
 
 

 
DEISY ELISABETH ZAMORA HURTADO 

 
 

DS 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO TREINTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 

BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá DC., seis (06) de octubre de dos mil veinte (2020). 

 
Incidente de Desacato No. 11001 40 03 041 2020 00221 00 
 

En ejercicio de sus competencias constitucionales y legales, procede 
el Despacho a desatar el incidente de desacato de que trata el artículo 52 
del Decreto 2591/91, promovido por Adriana María Cubillos en contra 

de Compensar EPS, como quiera que el trámite propio de la instancia se 
encuentra agotado, sin que se advierta la existencia de nulidad procesal 
que impida emitir decisión de fondo. 

 
I. ANTECEDENTES 

 

1. Mediante sentencia proferida el 22 de abril de 2020, este Despacho 
judicial amparó los derechos fundamentales de Adriana María Cubillos, 
y como consecuencia de ello, ordenó a la accionada:  

 
“[…], por intermedio de su representante legal o quien haga sus 

veces, que en el término de 48 horas –contadas a partir de la notificación 

de la presente-, proceda a liquidar y pagar las incapacidades concedidas 
a Adriana María Cubillos, así:  

 

a) Incapacidad No. 11960908. Fecha inicio: 17 de enero de 2020; 
fecha final: 15 de febrero de 2020. 

b) Incapacidad No. 11983728. Fecha inicio: 16 de febrero de 2020; 

fecha hasta la cual debe realizar el pago: 17 de febrero de 2020.” 
 
2. En vista de lo anterior, alegando el incumplimiento del fallo 

proferido por este Despacho, la otrora accionante allegó incidente de 
desacato, indicando que las incapacidades cuyo pago se ordenó en el 
citado fallo, no se habían liquidado y desembolsado.  

 
3. Como consecuencia de lo anterior, surtidos requerimientos previos, 

el 23 de agosto se dispuso dar trámite al incidente de desacato contra la 

accionada, corriéndose traslado por el término de tres (3) días para que 
ejercieran su derecho de defensa. A lo cual, una vez realizada la 

respectiva notificación, la parte actora indicó que se había realizado el 
pago de las incapacidades conforme lo ordenado en el fallo tuitivo.   

 

4. Luego, en proveído del 18 de septiembre hogaño se decretaron las 
pruebas dentro del asunto de la referencia. Una vez comunicada la 
decisión a las partes, ingresó el expediente al despacho para resolver, lo 

cual se hará con estribo en las siguientes, 
 

II. CONSIDERACIONES 

 

 



 

 

La figura del desacato se encuentra contemplada en el artículo 52 del 
Decreto 2591 de 1991, y “ha sido entendida como una medida que tiene 
un carácter coercitivo1, con la que cuenta el juez constitucional para 

conseguir el cumplimiento de las obligaciones que emanan de sentencias 
de tutela proferidas para evitar o reparar la vulneración de derechos 
constitucionales”. 

 
La Honorable Corte Constitucional en Sentencia T-631 de 2008, M.P. 

Dr. Mauricio González Cuervo, se pronunció señalando que: 

 
“En cuanto a la naturaleza del incidente de desacato y de la sanción que 

en ella puede imponerse la jurisprudencia de la Corte ha precisado que (i) 

La base legal del desacato está en los artículos 52 y 27 del Decreto 2591 de 
1991; (ii)el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 consagra un trámite 

incidental especial, que concluye con un auto que nunca es susceptible del 
recurso de apelación, pero que debe ser objeto del grado de jurisdicción de 

consulta en efecto suspensivo si dicho auto es sancionatorio, todo lo cual 
obedece a que la acción de tutela es un trámite especial, preferente y 

sumario que busca la protección inmediata de los derechos fundamentales; 
(iii) el incidente de desacato procede a solicitud de parte y se deriva del 

incumplimiento pronto y oportuno de una orden proferida por el juez de 
tutela en los términos en los cuales ha sido establecido por la sentencia que 

ha hecho tránsito a cosa juzgada2 y emana de los poderes disciplinarios del 
juez constitucional; (iv) el juez que conoce el desacato, en principio, no 

puede modificar el contenido sustancial de la orden proferida o redefinir los 
alcances de la protección concedida3, salvo que la orden proferida sea de 

imposible cumplimiento o que se demuestre su absoluta ineficacia para 
proteger el derecho fundamental amparado4; (v) por razones muy 

excepcionales, el juez que resuelve el incidente de desacato o la consulta5, 
con la finalidad de asegurar la protección efectiva del derecho, puede proferir 
órdenes adicionales a las originalmente impartidas o introducir ajustes a la 

orden original siempre y cuando se respete el alcance de la protección y, el 
principio de la cosa juzgada6;7 (vi) el trámite de incidente de desacato, debe 

respetar las garantías del debido proceso y el derecho de defensa de aquél 

 
1 Cfr. Sentencia T-188 de 2002. 
2 Ver entre otras la sentencia T-459 de 2003 M.P. Jaime Córdoba Triviño 
3 Sentencias T-368 de 2005 M.P. Clara Inés Vargas Hernández T-1113 de 2005 M.P. Jaime Córdoba 
Triviño y Auto 118 de 2005 
4 Sentencias T-368 de 2005 M.P. Clara Inés Vargas Hernández T-1113 de 2005 M.P. Jaime Córdoba 
Triviño y Auto 118 de 2005 
5 Sobre las facultades del juez de primera instancia, del juez del desacato y del juez de consulta para 
introducir cambios accidentales a la orden original, Cfr. la sentencia T-086/03 y SU-1158/03.   
6 Sentencia T-1113 de 2005 M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
7 Sentencia T-086 de 2003 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa en esa ocasión dijo la Corte que: 

“Así pues, cuando el juez de tutela resuelve amparar el derecho cuya protección se invoca, conserva la 

competencia para dictar órdenes que aseguren que el derecho sea plenamente restablecido o las causas 

de la amenaza sean eliminadas, lo cual comprende introducir ajustes a la orden original siempre y 

cuando ello se haga dentro de los siguientes parámetros para que se respete la cosa juzgada:   

(1) La facultad puede ejercerse cuando debido a las condiciones de hecho es necesario modificar la 

orden, en sus aspectos accidentales, bien porque (a) la orden original nunca garantizó el goce efectivo 

del derecho fundamental tutelado, o lo hizo en un comienzo pero luego devino inane; (b) porque implica 

afectar de forma grave, directa, cierta, manifiesta e inminente el interés público o (c) porque es evidente 

que lo ordenado siempre será imposible de cumplir.   

(2) La facultad debe ejercerse de acuerdo a la siguiente finalidad: las medidas deben estar encaminadas 

a lograr el cumplimiento de la decisión y el sentido original y esencial de la orden impartida en el fallo 

con el objeto de asegurar el goce efectivo del derecho fundamental tutelado.  

(3) Al juez le es dado alterar la orden en sus aspectos accidentales, esto es, en cuanto a las condiciones 

de tiempo, modo y lugar, siempre y cuando ello sea necesario para alcanzar dicha finalidad.  

(4) La nueva orden que se profiera, debe buscar la menor reducción posible de la protección concedida 

y compensar dicha reducción de manera inmediata y eficaz.” 



 

 

de quien se afirma ha incurrido en desacato8, quien no puede aducir hechos 
nuevos para sustraerse de su cumplimiento9; (vii)el objetivo de la sanción  

de arresto y multa por desacato es el de lograr la eficacia de las órdenes 
impartidas por el juez de amparo para la efectiva protección de los derechos 
fundamentales reclamados por los tutelantes, por lo cual se diferencia de las 

sanciones penales que pudieran ser impuestas10; (viii) el ámbito de acción 
del juez, definido por la parte resolutiva del fallo correspondiente, le obliga 

a verificar en el incidente de desacato “(1) a quién estaba dirigida la orden; 
(2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) y el alcance de la 

misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la cumplió 
de forma oportuna y completa (conducta esperada)”11. De existir el 

incumplimiento “debe identificar las razones por las cuales se produjo con el 
fin de establecer las medidas necesarias para proteger efectivamente el 

derecho y si existió o no responsabilidad subjetiva de la persona obligada”12. 

 

De lo anterior se infiere que para la declaración de prosperidad del 
incidente que se promueva con ese fin, se requiere confrontar la decisión 
adoptada con el comportamiento de la parte accionada frente a la orden 

de amparo, lo que significa que si ésta, sin razones justificadas, soslaya 
la protección deprecada, no habrá alternativa distinta a la imposición de 
las sanciones previstas por el legislador. Al fin y al cabo, con ello se pone 

cortapisa a la tutela de un derecho fundamental, situación que de ninguna 
manera puede ser admisible. 

 

En el caso que ocupa la atención del Despacho, la concreción de los 
derechos fundamentales de Adriana María Cubillos, que fuesen 
amparos en sede de acción de tutela, se dio al momento en que la 

accionada, conforme certificación de transferencia bancaria e información 
dada por la misma solicitante, procedió a desembolsar los dineros 
correspondientes a las incapacidades a ella otorgadas.   

 
Ante tales hechos, se observa que pierde razón alguna el incidente 

propuesto, esto, en la medida que tal tramite, más allá de una sanción, 

busca el cumplimiento de la sentencia de tutela. Pese a la alegación inicial 
de renuencia al cumplimiento del fallo, lo cierto es que la Aseguradora en 
Salud procedió al pago según le fuere ordenado, incluso con anterioridad 

a la presentación del desacato acá estudiado.  
 
Respecto de esto, es preciso indicar que la inconformidad de la señora 

Cubillos, ciertamente, no es respecto del pago de la totalidad de 

 
8 Sentencias T-459 de 2003 M.P. Jaime Córdoba Triviño, T-368 de 2005 T-368 de 2005 M.P. Clara Inés 

Vargas Hernández, T-1113 de 2005 M.P. Jaime Córdoba Triviño y Auto 118/05. 
9 Sentencia T-343 de 1998 M.P. Alfredo Beltrán Sierra 
10 Sentencias C-243 de 1996 M.P. Vladimiro Naranjo Mesa, C-092/97 M.P. Carlos Gaviria Díaz. Respecto 

de la finalidad de la sanción que se impone por desacato a una orden del juez de tutela cabe resaltar lo 

señalado por la Corte en sentencia T- 421 de 2003 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra: 

“Del texto subrayado se puede deducir que la finalidad del incidente de desacato no es la 

imposición de la sanción en sí misma, sino la sanción como una de las forma de búsqueda 

del cumplimiento de la sentencia. Al ser así, el accionante que inicia el incidente de 

desacato se ve afectado con las resultas del incidente puesto que éste es un medio para que 

se cumpla el fallo que lo favoreció. 

“Segundo, la imposición o no de una sanción dentro del incidente puede implicar que el accionado se 

persuada o no del cumplimiento de una sentencia. En efecto, en caso de que se inicie el incidente de 

desacato y el accionado, reconociendo que se ha desacatado lo ordenado por el juez de tutela, quiera 

evitar la sanción, deberá acatar la sentencia.  

“En caso de que se haya adelantado todo el trámite y resuelto sancionar por desacato, para que la 

sanción no se haga efectiva, el renuente a cumplir podrá evitar ser sancionado acatando.” 
11 Sentencias T-553/02 y T-368/05. 
12 Sentencia T-1113 de 2005 M.P. Jaime Córdoba Triviño. 



 

 

incapacidades, sino de un faltante que, a su juicio, se presenta en los 
desembolsos, más exactamente al pagarse únicamente dos (2) días pese 
a que la incapacidad era por el término de un (1) mes.  

 
Sin embargo, omite la incidentante que el fallo del 22 de abril hogaño, 

en su parte considerativa, fue expresa en señalar que EPS Compensar 

solo debía asumir el pago de dos (2) días de la Incapacidad No. 11983728, 
más exactamente los correspondientes al 16 y 17 de febrero del año en 
curso, pues posterior a dicha fecha, al haberse emitido el concepto de 

rehabilitación y por ser un incapacidad superior a 180 días e inferior a 540 
días, corresponde a la AFP respectiva el pago de incapacidades restantes, 
lo cual como se dijo en el fallo y no fue controvertido, esta venía 

realizando.  
 
Así las cosas, y teniendo en cuenta que la EPS Compensar se allanó, 

incluso con anterioridad a la presentación del desacato, al cumplimiento 
del fallo emitido por este Estrado el día 22 de abril de 2020, habrá de 
negarse el presente incidente al no existir incumplimiento o renuencia 

alguna.  
 

III. DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Treinta y Cinco Civil 

Municipal de Bogotá D.C., administrando justicia en nombre de la 

República y por mandato Constitucional, 
 

IV. RESUELVE: 

 
PRIMERO: DENEGAR POR IMPROCEDENTE el incidente de 

desacato promovido por Adriana María Cubillos contra la EPS 

Compensar, por las razones expuestas en la parte motiva de ésta 
providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, DECLARAR que es improcedente la 
aplicación de las sanciones que por desacato contempla la normatividad 
vigente.  

 
TERCERO: NOTIFICAR de esta decisión a las partes de la manera 

más expedita.  Secretaría proceda de conformidad.  

 
CUARTO: ARCHIVAR las diligencias.   

 

Notifíquese y Cúmplase,  
 
La Jueza, 

 
 
 

 
DEISY ELISABETH ZAMORA HURTADO 

 
DS/LC 
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